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Derechos político-electorales de las mujeres indígenas en San Luis Potosí. 

 

I. Introducción. 

 

Los derechos políticos de las mujeres indígenas constituyen una problemática 

compleja que se encuentra en la intersección de múltiples sistemas de opresión: el 

género, la etnia y la clase social. Esta situación particular genera lo que la academia 

ha denominado "discriminación interseccional", donde las mujeres indígenas 

enfrentan barreras específicas que limitan su participación política efectiva en los 

sistemas democráticos contemporáneos. 

El presente trabajo analiza desde una perspectiva jurídico-electoral los derechos 

políticos de las mujeres indígenas, examinando tanto el marco normativo 

internacional y nacional como los desafíos prácticos que enfrentan estas 

poblaciones para acceder y ejercer plenamente sus derechos de participación 

política. Se aborda la evolución histórica de estos derechos, los mecanismos de 

protección existentes y las propuestas para fortalecer la participación política de 

este sector poblacional. 

La relevancia del tema radica en que las mujeres indígenas representan 

aproximadamente el 50% de la población indígena mundial, constituyendo uno de 

los grupos más vulnerables en términos de exclusión política. Su participación en 

los procesos democráticos no solo es una cuestión de derechos humanos 

fundamentales, sino también un elemento esencial para la legitimidad y 

representatividad de los sistemas políticos. 

A mayor abundamiento, en el 2025 la población indígena en la entidad asciende al 

20.3% de la población total, de que al menos 18 de sus municipios tienen una 

población indígena que va del 50% al 99%, y de que 3 de los distritos electorales 

locales tienen una población indígena igual o mayor al 60%, todavía en San Luis 

Potosí se discute si pueden (deben) o no implementarse acciones afirmativas para 

garantizar la presencia de sus integrantes en los órganos electos. 

Aunado a lo anterior se elaboró un cuestionario especializado aplicado para medir 

el nivel de conocimiento que poseen las mujeres indígenas sobre sus derechos 

político-electorales en las zonas indígenas del estado de San Luis Potosí.  

Este estudio es fundamental para comprender las brechas existentes en el acceso 

a la información sobre derechos fundamentales y para diseñar estrategias efectivas 

de capacitación y difusión. 
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Los derechos político-electorales de las mujeres indígenas constituyen un tema de 

especial relevancia en el contexto mexicano, donde la intersección entre género, 

etnicidad y participación política presenta desafíos únicos que requieren un 

abordaje especializado desde la perspectiva del derecho electoral. 

Marco Teórico y Normativo 

Los derechos político-electorales de las mujeres indígenas en México se 

fundamentan en un marco normativo que incluye la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, tratados internacionales de derechos humanos, y 

desarrollos jurisprudenciales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación (TEPJF). Este marco reconoce el derecho fundamental de todas las 

mujeres indígenas a votar y ser votadas, así como su participación plena en 

condiciones de igualdad, manteniendo su identidad cultural. 

Metodología del Estudio 

El cuestionario aplicado constó de 10 preguntas de opción múltiple, diseñadas para 

evaluar el conocimiento sobre aspectos fundamentales de los derechos político-

electorales de las mujeres indígenas. Cada pregunta incluyó cuatro opciones de 

respuesta, con una respuesta correcta claramente identificada según el marco 

normativo vigente. 

Análisis de Resultados por Temática 

1. Derechos Políticos Fundamentales 

Pregunta 1:  

 

Análisis: Este resultado es altamente positivo, mostrando que prácticamente la 

totalidad de las encuestadas (98%) conoce correctamente el derecho fundamental 

¿Cuál es uno de los derechos políticos fundamentales 
que tienen todas las mujeres indígenas en México?

Solo pueden votar en elecciones municipales

Votar y ser votadas en todos los procesos electorales

Únicamente pueden participar en asambleas comunitarias

Necesitan autorización masculina para ejercer cargos públicos
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de votar y ser votadas. Este nivel de conocimiento sugiere que los esfuerzos de 

difusión sobre este derecho básico han sido efectivos. 

2. Paridad de Género 

Pregunta 2:  

 

Análisis: El 86% de las encuestadas comprende correctamente el concepto de 

paridad de género. Sin embargo, existe un 14% que mantiene conceptos erróneos, 

lo que indica la necesidad de reforzar la capacitación sobre este principio 

constitucional. 

3. Participación en Sistemas Normativos Internos 

Pregunta 3:  

 

¿Qué significa la "paridad de género" en el contexto 
electoral mexicano?

Las mujeres deben ser mayoría en todos los cargos

Solo se aplica a cargos federales

50% de candidaturas deben ser para mujeres y 50% para hombres

 Es opcional para partidos políticos

¿Cuál es el derecho específico que protege a las mujeres 
indígenas en sistemas normativos internos?

Están exentas de participar en la vida política comunitaria

Pueden participar en condiciones de igualdad en la toma de decisiones

lo pueden opinar, no decidir

Deben seguir exclusivamente las decisiones masculinas
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Análisis: Este resultado revela una preocupante brecha de conocimiento. Solo el 

14% conoce correctamente sus derechos en sistemas normativos internos, mientras 

que el 86% mantiene concepciones erróneas que limitan su participación. Esta área 

requiere intervención urgente. 

4. Instituciones Garantes 

Pregunta 4:  

 

Análisis: Este resultado es alarmante. Solo el 1% identifica correctamente al TEPJF 

como la institución garante principal. El 91% de las encuestadas desconoce la 

estructura institucional del sistema electoral mexicano, lo que representa una 

barrera significativa para el acceso a la justicia electoral. 

5. Identidad Cultural y Participación Política 

Pregunta 5:  

 

¿Qué institución es responsable de garantizar los 
derechos político-electorales de las mujeres indígenas 

en México?

Únicamente el gobierno municipal

Solo las autoridades tradicionales

 El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF)

Exclusivamente las organizaciones no gubernamentales

¿Cuál es un derecho fundamental de las mujeres 
indígenas en relación con su identidad cultural y 

participación política?

Deben renunciar a su identidad para participar en política

Ejercer sus derechos políticos manteniendo su identidad cultural

Solo pueden participar en política si hablan español

Solo pueden participar en política si hablan español
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Análisis: Solo el 38% conoce correctamente este derecho fundamental. El 62% 

mantiene concepciones que implican la renuncia a la identidad cultural para 

participar políticamente, lo que contradice los principios de multiculturalismo e 

interculturalidad constitucionales. 

6. Violencia Política de Género 

Pregunta 6:  

 

Análisis: Solo el 28% identifica correctamente los tipos más frecuentes de violencia 

política. La mayoría (58%) considera que la violencia económica es la única forma, 

evidenciando falta de conocimiento sobre la complejidad de la violencia política de 

género interseccional. 

7. Derechos Lingüísticos 

Pregunta 7:  

 

¿Qué tipo de violencia política es más frecuente hacia 
las mujeres indígenas?

Solo violencia física

Únicamente violencia económica

Violencia simbólica, psicológica y discriminación interseccional

No existe violencia política específica hacia mujeres indígenas

¿Cuál es el derecho de las mujeres indígenas respecto al 
uso de lenguas indígenas en procesos electorales?

Deben usar solo español en todos los procesos

Pueden usar su lengua materna y tienen derecho a intérpretes

Solo en comunidades pequeñas pueden usar lenguas indígenas

Es opcional y depende del partido político
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Análisis: El 74% conoce correctamente sus derechos lingüísticos, lo que representa 

un resultado positivo. Sin embargo, el 26% mantiene concepciones restrictivas. 

8. Representación Legal 

Pregunta 8:  

 

Análisis: El 54% conoce correctamente los principios de representación efectiva. No 

obstante, el 46% mantiene concepciones limitadas sobre el alcance de la 

legislación, lo que puede impactar su capacidad de exigir el cumplimiento de estos 

derechos. 

9. Mecanismos de Protección 

Pregunta 9:  

 

¿Qué establece la legislación mexicana sobre la 
representación de mujeres indígenas en espacios de 

decisión?

No existe legislación específica

Solo se aplica a nivel federal

Deben tener representación efectiva y participación plena

Es responsabilidad exclusiva de las comunidades

¿Cuál es un mecanismo legal para proteger los derechos 
político-electorales de las mujeres indígenas?

Solo las denuncias penales

El Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales (JDC)

Únicamente las quejas administrativas

Solo la mediación comunitaria
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Análisis: Este es el resultado más preocupante del estudio. Ninguna encuestada 

(0%) conoce el mecanismo específico de protección electoral (JDC), mientras que 

el 92% considera incorrectamente que solo las denuncias penales son aplicables. 

Esta laguna representa una barrera crítica para el acceso a la justicia electoral. 

10. Principios Rectores 

Pregunta 10:  

 

Análisis: Solo el 12% identifica correctamente los principios rectores de derechos 

humanos. El 88% mantiene concepciones que contradicen estos principios, 

evidenciando una significativa brecha en el conocimiento de los fundamentos 

teóricos de sus derechos. 

Síntesis de Hallazgos 

Fortalezas Identificadas: 

1. Conocimiento del derecho fundamental al sufragio: 98% de acierto 

2. Comprensión de la paridad de género: 86% de acierto 

3. Conocimiento de derechos lingüísticos: 74% de acierto 

4. Comprensión de representación efectiva: 54% de acierto 

Áreas Críticas de Oportunidad: 

1. Mecanismos de protección electoral: 0% de acierto 

2. Identificación de instituciones garantes: 1% de acierto 

3. Principios de derechos humanos: 12% de acierto 

¿Qué principio debe guiar la participación política de las 
mujeres indígenas según el marco de derechos 

humanos?

Subordinación a las decisiones masculinas

Participación limitada a temas "femeninos"

Interseccionalidad, igualdad y no discriminación

Separación total de la vida comunitaria
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4. Participación en sistemas normativos internos: 14% de acierto 

 

Análisis Interseccional 

Los resultados revelan un patrón preocupante: mientras las mujeres indígenas 

encuestadas muestran un conocimiento sólido sobre derechos básicos (sufragio, 

paridad, lenguas), existe un desconocimiento crítico sobre los mecanismos 

institucionales y principios complejos que garantizan el ejercicio efectivo de estos 

derechos. 

Esta brecha sugiere que la información sobre derechos político-electorales ha 

llegado a las comunidades, pero no así el conocimiento sobre cómo ejercer y 

proteger estos derechos cuando son vulnerados. Esta situación coloca a las mujeres 

indígenas en una posición de vulnerabilidad estructural dentro del sistema electoral. 

Conclusiones 

El presente estudio evidencia una paradoja fundamental en el conocimiento de los 

derechos político-electorales de las mujeres indígenas en México: existe una 

comprensión relativamente sólida de los derechos básicos, pero un 

desconocimiento crítico de los mecanismos institucionales y principios complejos 

necesarios para su ejercicio efectivo. 

Esta situación plantea desafíos significativos para la consolidación democrática y la 

inclusión política efectiva. La brecha identificada entre el conocimiento de derechos 

básicos y el desconocimiento de mecanismos de protección sugiere que las políticas 

de difusión han tenido un impacto limitado y requieren una reformulación integral. 

Es imperativo que las instituciones electorales, en coordinación con organizaciones 

de la sociedad civil y comunidades indígenas, desarrollen estrategias diferenciadas 

y culturalmente pertinentes para cerrar estas brechas de conocimiento. Solo así 

será posible garantizar que los derechos político-electorales de las mujeres 

indígenas se traduzcan en participación política efectiva y en el fortalecimiento del 

sistema democrático mexicano. 

La interseccionalidad como enfoque analítico y metodológico debe permear todas 

las acciones dirigidas a este sector de la población, reconociendo que las mujeres 

indígenas enfrentan formas específicas y complejas de discriminación que 

requieren respuestas especializadas y coordinadas entre diferentes niveles de 

gobierno y actores sociales. 

El camino hacia la igualdad sustantiva en el ejercicio de los derechos político-

electorales de las mujeres indígenas exige no solo el reconocimiento formal de estos 

derechos, sino la construcción de capacidades institucionales y comunitarias que 

garanticen su ejercicio pleno y efectivo en la diversidad cultural que caracteriza a 

México. 
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Ahora bien, en el marco antes planteado se elabora el presente estudio al tenor de 

las siguientes consideraciones. 

 

II. Marco Teórico y Conceptual 

II.1 Conceptos Fundamentales 

Para abordar adecuadamente el tema de los derechos políticos de las mujeres 

indígenas, es necesario establecer un marco conceptual preciso que permita 

comprender las múltiples dimensiones involucradas. 

Los derechos políticos pueden definirse como aquellos derechos fundamentales 

que permiten a las personas participar en la vida política de su comunidad y país. 

Según la doctrina constitucional, estos derechos incluyen el derecho al voto 

(sufragio activo), el derecho a ser elegido (sufragio pasivo), el derecho de asociación 

política, el derecho de petición ante autoridades y el derecho a participar en asuntos 

públicos. 

Los pueblos indígenas, según la definición del Convenio 169 de la OIT, son aquellos 

que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual de un país en 

la época de la conquista o colonización, que conservan sus propias instituciones 

sociales, económicas, culturales y políticas, y que se distinguen de otros sectores 

de la sociedad. 

Las mujeres indígenas enfrentan una situación particular caracterizada por la 

interseccionalidad, concepto desarrollado por Kimberlé Crenshaw que explica cómo 

diferentes formas de discriminación se superponen y crean experiencias únicas de 

opresión. En este caso, las mujeres indígenas experimentan discriminación por su 

género, por su pertenencia étnica y, frecuentemente, por su situación 

socioeconómica. 

II.2 La Interseccionalidad en los Derechos Políticos 

La interseccionalidad es fundamental para comprender los derechos políticos de las 

mujeres indígenas, ya que estas no pueden ser entendidas únicamente desde la 

perspectiva de género o étnica de manera separada. La combinación de estas 

identidades crea barreras específicas que requieren análisis y soluciones 

particulares. 

Patricia Hill Collins desarrolló el concepto de "matriz de dominación" para explicar 

cómo los sistemas de opresión se organizan en diferentes niveles: estructural, 

disciplinario, hegemónico e interpersonal. En el caso de las mujeres indígenas, 
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estos niveles operan simultáneamente, creando obstáculos complejos para su 

participación política. 

II.3 Participación Política y Democracia 

La participación política de las mujeres indígenas debe entenderse no solo como un 

derecho individual, sino como un elemento esencial para la construcción de 

democracias más inclusivas y representativas. Robert Dahl, en su teoría de la 

poliarquía, establece que la inclusión es uno de los requisitos fundamentales para 

el funcionamiento democrático. 

La participación política puede manifestarse en diferentes formas: electoral (como 

votantes y candidatas), participativa (en organizaciones y movimientos sociales), y 

de influencia (en la formulación de políticas públicas). Para las mujeres indígenas, 

cada una de estas formas presenta desafíos específicos. 

Marco Jurídico Internacional 

II.4 Instrumentos Universales de Derechos Humanos 

El marco jurídico internacional que protege los derechos políticos de las mujeres 

indígenas se construye sobre la base de instrumentos universales de derechos 

humanos, complementados por normativa específica sobre derechos de las mujeres 

y pueblos indígenas. 

La Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) establece en su artículo 21 

que toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente 

o por medio de representantes libremente escogidos. Este principio fundamental se 

desarrolla posteriormente en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

(1966), cuyo artículo 25 garantiza el derecho de todos los ciudadanos a participar 

en la dirección de los asuntos públicos, votar y ser elegidos, y tener acceso a la 

función pública. 

II.5 Instrumentos Específicos sobre Derechos de las Mujeres 

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra 

la Mujer (CEDAW, 1979) constituye el instrumento internacional más relevante para 

los derechos políticos de las mujeres. Su artículo 7 establece que los Estados Partes 

deben eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública, 

garantizando el derecho a votar, ser elegibles, participar en organizaciones no 

gubernamentales y participar en la vida pública. 

El Comité CEDAW ha desarrollado importantes recomendaciones generales que 

abordan específicamente la situación de las mujeres indígenas. La Recomendación 

General No. 23 sobre la vida política y pública enfatiza que los Estados deben 
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adoptar medidas para eliminar todos los obstáculos que impiden la participación 

política de las mujeres. 

Derechos de los Pueblos Indígenas 

El Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales (1989) representa el 

primer instrumento internacional vinculante específicamente dedicado a los 

derechos de los pueblos indígenas. Su artículo 6 establece la obligación de los 

Estados de consultar a los pueblos indígenas sobre las medidas que puedan 

afectarles, mientras que el artículo 7 reconoce su derecho a decidir sus propias 

prioridades de desarrollo. 

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas (2007), aunque no vinculante, constituye un instrumento fundamental que 

reconoce el derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación y a mantener 

y desarrollar sus propias instituciones políticas. 

II.6 Instrumentos Regionales 

En el ámbito americano, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) 

establece en su artículo 23 los derechos políticos, mientras que el Protocolo 

Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) refuerza 

estos derechos. 

La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer (Convención de Belém do Pará, 1994) incluye disposiciones 

específicas sobre el derecho de las mujeres a participar en la vida política y pública. 

 

Marco Jurídico Nacional 

II.7 Constituciones y Derechos Políticos 

La mayoría de las constituciones latinoamericanas han incorporado disposiciones 

específicas sobre derechos políticos y, en muchos casos, sobre derechos de los 

pueblos indígenas. La Constitución de Ecuador (2008) y la de Bolivia (2009) son 

ejemplos paradigmáticos de constituciones que reconocen el Estado plurinacional y 

establecen mecanismos específicos para la participación política de los pueblos 

indígenas. 

En México, la reforma constitucional de 2001 al artículo 2° reconoció a los pueblos 

indígenas como sujetos de derecho público y estableció su derecho a la libre 

determinación y autonomía. Sin embargo, el reconocimiento específico de los 
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derechos políticos de las mujeres indígenas ha sido un proceso gradual y aún 

incompleto. 

II.8 Legislación Electoral 

La legislación electoral mexicana ha evolucionado para incluir medidas específicas 

que promuevan la participación política de grupos históricamente excluidos. Las 

leyes de cuotas de género, aunque su aplicación a mujeres indígenas presenta 

desafíos particulares. 

 

 

III. Derecho a la libre determinación de los pueblos y las comunidades 

indígenas. 

 

En el artículo 2 constitucional se reconoce el derecho de los pueblos y las 

comunidades indígenas a elegir a sus propias autoridades, mediante su sistema 

normativo interno. 

Esto es, el derecho a la libre determinación y a la autonomía para designar conforme 

a sus normas, procedimientos y prácticas a sus autoridades o representantes para 

el ejercicio de sus formas propias de gobierno.  

Además, el mismo artículo señala que el ejercicio de esa autonomía colectiva 

indígena debe realizarse sin limitar los derechos políticos de la ciudadanía en la 

elección de las autoridades municipales. 

De igual forma, después de varios años de buscar el reconocimiento de los pueblos 

indígenas en el derecho internacional de los derechos humanos, fue en 2007 

cuando se emitió la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas. 

Con la Declaración se reforzó el bloque de constitucionalidad y convencionalidad 

respecto a su derecho a la libre determinación, como el derecho por medio del cual 

determinan libremente su condición política y ejercen su derecho a la autonomía o 

el autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales. 

Así, también señala que los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las 

estructuras y a elegir la composición de sus instituciones de conformidad con sus 

propios procedimientos. Igualmente, tienen derecho a desarrollar o mantener sus 

estructuras institucionales y sus propias costumbres, procedimientos, prácticas y, 

cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, de acuerdo con las normas 
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internacionales de derechos humanos (artículos 33 y 34). Todos sus derechos 

deben garantizarse por igual al hombre y a la mujer indígenas (artículo 44). 

Por su parte, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes señala que las legislaciones 

nacionales deben aplicarse a los pueblos, considerando sus costumbres o su 

derecho consuetudinario. Además, que deben tener el derecho de conservar sus 

costumbres e instituciones propias, siempre que estas no sean incompatibles con 

los derechos humanos (artículo 8). 

En los artículos XXI y XXXI de la Declaración Americana sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas aprobada, en 2016, se establece que los estados garantizarán 

el pleno goce de los derechos políticos de los pueblos indígenas. Estos, en ejercicio 

de su derecho a la libre determinación, tienen derecho a la autonomía o al 

autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, y 

a mantener y desarrollar sus propias instituciones indígenas de decisión.  

De igual forma, en la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 

Formas de Discriminación Racial regula que los estados parte se comprometen a 

prohibir y eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el 

derecho de toda persona a la igualdad ante la ley, sin distinción de origen nacional 

o étnico, en el goce de los derechos políticos, en particular los de tomar parte en 

elecciones; elegir y ser elegido, por medio del sufragio universal e igual; participar 

en el gobierno y en la dirección de los asuntos públicos en cualquier nivel, y de 

acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas (artículo 5). 

Lo anterior, sin olvidar los pactos internacionales de derechos civiles y políticos; de 

derechos económicos, sociales y culturales, así como a la Convención Americana 

de Derechos Humanos, en los cuales se establece que los estados parte deben 

respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén 

sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en ellos, sin discriminación 

alguna y en condiciones de igualdad. 

 

IV. Reconocimiento de los derechos de las mujeres indígenas. 

 

Conocer a quién se nombra como mujer indígena involucra examinar distintos 

elementos, el sexo y la etnia, por un lado, y el género, la identidad y la colectividad, 

por otro; todos ellos engloban el papel de la subjetividad de la mujer y su poder en 

una cosmovisión y una cultura particulares.  
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Igualmente, estudiar lo anterior lleva a identificar aquello que generó el ejercicio y el 

reconocimiento de su ciudadanía a partir de una visión masculina que ha impedido 

su interactuar y empoderamiento en la vida política.  

Es importante que la representación de las mujeres indígenas en los puestos 

políticos, en cualquier ámbito de gobierno, fortalezca “al menos dos posturas: la de 

un gobierno incluyente, y el reconocimiento y el autorreconocimiento de las mujeres 

como sujetos diferentes pero iguales en cuanto al ejercicio de sus derechos 

políticos. 

Si bien puede advertirse una complicación epistemológica entre la construcción de 

la individuación y la identidad colectiva de las mujeres indígenas en una comunidad, 

es importante reconocer que son mujeres que contribuyen al mejoramiento de la 

vida de sus pueblos, que participan en organizaciones construidas a partir de 

cosmovisiones diversas válidas, y que, en esa aportación, su derecho de voz y voto 

sigue estando en ellas.  

 

Y me explicó, Las mujeres indígenas enfrentan las mismas barreras estructurales 

que afectan a todas las mujeres en la participación política: estereotipos de género, 

división sexual del trabajo, violencia política y falta de recursos económicos. Sin 

embargo, estas barreras se intensifican en contextos indígenas debido a factores 

culturales específicos y la marginación histórica de estos pueblos. 

Los estereotipos de género en comunidades indígenas pueden incluir concepciones 

tradicionales sobre los roles de las mujeres que priorizan su función reproductiva y 

de cuidado por encima de su participación en espacios públicos. Aunque es 

importante evitar generalizaciones, ya que existe gran diversidad entre culturas 

indígenas, estas concepciones pueden limitar la participación política de las 

mujeres. 

 

A manera de ejemplo, la discriminación étnica afecta a todos los miembros de los 

pueblos indígenas, pero se manifiesta de manera particular en las mujeres 

indígenas. Esta discriminación incluye prejuicios culturales, barreras lingüísticas, 

exclusión de los sistemas educativos formales y marginación económica. 

En el ámbito político, la discriminación étnica se manifiesta en la subrepresentación 

de los pueblos indígenas en los cargos electivos, la falta de reconocimiento de sus 

sistemas políticos tradicionales y la imposición de modelos democráticos 

occidentales que no necesariamente se adaptan a sus cosmovisiones. 
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La intersección de la discriminación de género y étnica crea situaciones específicas 

para las mujeres indígenas. Por ejemplo, pueden enfrentar rechazo tanto de sus 

propias comunidades (por desafiar roles de género tradicionales) como de la 

sociedad mayor (por su pertenencia étnica). 

Esta doble discriminación se manifiesta en: 

• Mayor dificultad para acceder a educación formal 

• Limitaciones económicas más severas 

• Barreras lingüísticas y culturales 

• Violencia política específica 

• Exclusión de espacios de toma de decisiones tanto comunitarios como 

nacionales 

 

V. Antecedentes históricos del escenario indígena 

  

En lo que es el territorio potosino confluyeron durante la época prehispánica las 

fronteras de Meso y Árido América, asiento territorial del florecimiento huasteco de 

una de las grandes culturas prehispánicas de México. De ello, los restos 

arqueológicos de “Tamtoc” y “El Consuelo” nos ofrecen deslumbrantes evidencias.  

En esta zona geográfica se concentra, aún hoy, la mayor presencia indígena de San 

Luis Potosí, misma que desde tiempos prehispánicos se ha caracterizado por su 

composición plurilingüística y pluriétnica, es decir, por la presencia en el mismo 

territorio de pueblos indígenas diversos, de los cuales subsisten los Nahuas, los 

Teenek o Huastecos y los Pames o Xi-úi. 

Como sucedió en amplias regiones de nuestro país, los pueblos indios perduraron 

a la implantación de sucesivas instituciones y regímenes impuestos por los 

colonizadores, tales como la encomienda, el repartimiento, la hacienda, etc. 

(Carrasco, 1991).  

La propiedad comunal alimentó la cohesión social entre los indios, al mismo tiempo, 

como señala Miranda “… el factor principal en la defensa de la propiedad indígena 

no fueron las armas legales ni la política protectora de la Corona, fueron los indios 

a través de sus comunidades” (Gortari, 1986, p. 33). “Esta tutela y esta protección 

legal, pero no real, determinaron la condición dependiente en que fue mantenida 

durante tres largos siglos la casta indígena. No se les permitió el acceso a los 

puestos directivos de la Colonia; pero se le concedió un gobierno local 
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semiautónomo, modelado conforme a una institución occidental; el Ayuntamiento” 

(Beltrán, 1981, p. 29). 

Hacia 1800, se registró la presencia de 45 pueblos de indios en la intendencia de 

San Luis Potosí. De ellos, el registro a partir de las historias comunitarias nos lleva 

a observar que para 1900 las comunidades en la subintendencia de Valles pasaron 

de 30 a 140 autodenominadas comunidades existentes. Para el año 2000 no se 

registran comunidades indígenas en seis de las siete subdelegaciones indicadas 

para 1800; estas son Charcas, Guadalcázar, Rioverde, San Luís Potosí, Santa 

María del Río y Venado. 

“Cada república de indios comprendía varios poblados, así como tierra de cultivo y 

monte. La sede central del gobierno local, la cabecera, se subdividía 

frecuentemente en barrios y era la residencia del antiguo señor o Tlatoani, ahora 

llamado cacique y de los oficiales de la república. La cabecera podía tener como 

sujetos otros pueblos, …aldeas alejadas llamadas estancias o barrios (Carrasco, 

1975, p. 4). 

La persistencia del gobierno indígena y su fisonomía se pueden visualizar desde la 

sustantiva caracterización que nos ofrece Stresser Pean, cuando señala que, en la 

Huasteca: “Dos sociedades subsistían una al lado de otra, con sus leyes y formas 

de vida, sin mezclarse y relativamente sin muchos conflictos” (1967, pp. 213-290). 

Sociedades articuladas, pero segregadas y asimétricas; de un lado, la sociedad 

indígena; dominada, y proveedora de mano de obra para una ganadería en 

expansión constante, y del otro lado, la sociedad criollo-mestiza que se adueñó de 

la planicie y los valles, encontrando en la ganadería de engorda su eje de 

reproducción básico. 

Fue al amparo de la dominación indirecta como las estructuras del gobierno 

indígena comunitario se ordenaron en una lógica de naturaleza opuesta y por ello 

contradictoria, pues resultaban funcionales a las estructuras de dominación y al mis 

mo tiempo al ejercicio en distintos grados de la autonomía local. El autogobierno 

significaba un gran ahorro a las arcas públicas, daba estabilidad política y, con ello, 

gobernabilidad, así como el mecanismo tanto para el cobro de impuestos como para 

sostener una estructura de servidumbre agraria que en varias regiones se 

continuaría hasta principios de la primera mitad del siglo XX. A ello contribuyó un 

marco jurídico caracterizado porque la legislación de la República de Indios 

implantada en el período colonial, que se mantuvo en los hechos vigentes aún 

después de la independencia y a lo largo de buena parte del siglo XIX. 

La instauración del México independiente significó —bajo la premisa de la 

igualdad— la desaparición de una legislación que regulaba la República de Indios y 

la protección que esta implicaba, aunque en los hechos esa estructura de gobierno 
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local ha prevalecido con relativa independencia de lo estipulado en el marco legal 

de los siglos XIX y el XX. 

Durante el Porfiriato y frente al despojo de tierra provocado por la ejecución de las 

leyes de desamortización y baldío, se registraron las rebeliones indígenas en la 

Huasteca al final del siglo XIX. Como tales, fueron particularmente en esta región, 

precursoras de la Revolución Mexicana. 

El gobierno del México revolucionario reconoció las tierras comunales e instauró los 

mecanismos para la restitución y confirmación de estas. En este proceso algunas 

comunidades lograron la restitución, otras volvieron a comprar sus propias tierras, 

otras más se volvieron ejidos y algunas se mantienen hasta la fecha bajo el régimen 

de la propiedad privada. 

No obstante, algunos latifundios y cacicazgos perduraron durante la primera mitad 

del siglo XX y es sino hasta la década de los 70 cuando en las huastecas estalló un 

movimiento campesino de amplio espectro, que, con la complacencia del gobierno 

federal, demandó el reparto de tierras. Por su parte, las comunidades indígenas, y 

a la manera de un movimiento social permanente, persistieron con gestiones legales 

y acciones colectivas a lo largo del siglo XX, lo cual les permitió, primero, que en la 

coyuntura agrarista (1920-1940) recuperaran o regularizaran más tierras en su 

beneficio. Mención propia merecen los milicianos indígenas que durante los años 

veinte y hasta los cuarenta se aliaron con el gobierno federal para contener 

alzamientos como la llamada guerra cristera. 

Posteriormente y en la década de los 70s las comunidades se involucraron en las 

luchas del Campamento Tierra y Libertad y desde ahí ampliaron sus asentamientos 

hacia los municipios de la planicie costera, donde bajo la figura de los Nuevos 

Centros de Población se les dotó de tierras. Todo ello permite entender por qué hoy 

las comunidades indígenas en la huasteca poseen entre el 45% y hasta el 75% de 

la tierra en más de veinte municipios. 

 

VI. Perfil demográfico y geográfico 

 

La presencia indígena en tierras potosinas ha sido históricamente relevante. En 

nuestro país ha habido distintas maneras de caracterizar y cuantificar lo indígena; 

durante la colonia los censos registraban castas como sinónimo de razas y las 

mezclas que de ellas resultaran. Posteriormente, y bajo la premisa de que todos 

somos iguales y no hay diferencias, los indígenas quedaron equiparados 

simplemente a campesinos. Durante la segunda mitad del siglo XX se consideró 

indígenas a todos los hablantes de una lengua autóctona. Al amparo de 
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disposiciones y convenciones internacionales, a inicios del siglo XXI se establece 

legalmente el criterio de la autoadscripción o el autorreconocimiento. 

Ciertamente, la identificación indígena ha ido adquiriendo crecientes e importantes 

implicaciones sociales, jurídicas, y políticas, que van desde el derecho a 

beneficiarse de garantías procesales, como el derecho a contar con un traductor en 

un juicio, cuyo incumplimiento puede invalidar un juicio y ordenar su reposición; 

sociales como beneficiarios elegibles para programas en favor de la población 

indígena, incluida la asignación de recursos financieros, y políticas cuando se refiere 

a los derechos para nombrar a sus autoridades y/o a sus representantes. Al final se 

trata de tener acceso y exigibilidad a los derechos que la constitución y las distintas 

disposiciones legales han otorgado a esta población. 

Históricamente San Luis potosí se sitúa entre las nueve entidades del país con 

mayor población indígena, por ello no debe sorprender que, de acuerdo con los 

resultados del Censo de Población y Vivienda del año 2020, de la población total de 

2,822,255 habitantes, 545,491 (DAINEGI 2020), se auto adscriben como indígenas, 

mismos que representan el 20.3% de la población potosina. De ahí se puede 

desprender que de cada 100 potosinos, 20 de ellos son indígenas: 

Cuadro 1. Porcentaje de población que representan las personas indígenas 

en San Luis Potosí. 

 
Número de habitantes en el estado 

 

 
2,822,255 habitantes 

 
Porcentaje de población indígena o 

quienes se auto adscriben 
 

 
20.3% se auto adscribe indígena 

52% Mujeres y 48% Hombres 

 
Porcentaje de población que habla una 

lengua indígena o alguna lengua 
distinta 

 

 
8.60% 

 
Pueblos y lenguas que se identifican y 

porcentaje de cada uno de ellos 

 
Nahuas, lengua náhuatl. 52.4% de las 
personas que hablan lengua indígena 
manifestaron hablar esta lengua. 
Teének o huastecos, lengua teének o 
huasteca. 41.2% de las personas que 
hablan lengua indígena manifestaron 
hablar esta lengua. Xi´oi o Pames, 
lengua pame. 5% de las personas que 
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hablan lengua indígena manifestaron 
hablar esta lengua. 

 

Fuente: Adaptado de DAINEGI (2020); PRINEGI (2020); Constitución Política de SLP (2022) 

Art. 9; Atlas de los Pueblos Indígenas de México (2022); COESPO (2021). 

Por grupo lingüístico, los nahuas son mayoritarios y en siete municipios de la 

huasteca representan al 83.2% de la población total de la población. Por su parte, 

en los nueve municipios donde predominan los teenek o huastecos, pero en algunos 

de los cuales coexisten con los nahuas, representan al 68.7% de la población total 

de dichos municipios. En los siete municipios donde predominan los pames o xi úi, 

tenemos que representan al 34.2% de la población total de los mismos, aunque en 

dos de ellos presentan a la mayoría con 55.4% y 79%. En los municipios de Ébano 

y Tamuín pertenecientes a la región huasteca, a los que se les ha llamado 

municipios multiculturales, se registra como indígenas al 45.5% de su población 

(INEGI, 2020). 

Por su parte, en la zona metropolitana de la ciudad de San Luis el 5.2% de su 

población se reconoce como indígena. En 26 municipios de la región altiplano no se 

registra una presencia permanente y significativa de población indígena. 

VII.  Descripción del contexto 

 

1. Precedente de la visibilización del autogobierno 

Entre los precedentes significativos con relación al gobierno autónomo de las 

comunidades indígenas se debe recordar que la misma persistencia histórica de las 

comunidades indígenas a lo largo del México colonial, independiente y 

posrevolucionario, constituye un hecho explicativo y sobresaliente, como se ha 

ilustrado en el apartado histórico correspondiente. 

Por su parte, en el ámbito de la acción pública en San Luis Potosí, tenemos la 

reforma electoral realizada en 1996 (desarrollada más adelante), y posteriormente 

en el 2002-2003, la reforma constitucional en materia indígena. 

La reforma fue posible al amparo de una consulta estatal indígena de amplio 

horizonte que se realizó a lo largo de los años 2002 y parte del 2003, la cual se sus 

tentó en el consenso para definir el principio básico de la reforma constitucional, a 

saber: Darle legalidad a la autonomía indígena de hecho que imperaba en las 28 

comunidades de 23 municipios visitados por los tres poderes en ese proceso de 

consulta, donde fue posible el diálogo directo y una exposición de motivos que 

condujo a propuestas y demandas públicamente razonadas y analizadas. 
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La consulta indígena se configuró como la columna vertebral, desde la cual se 

cimentó, conceptualizó e implementó una reforma indígena de avanzada, que se 

caracterizó por desarrollar y llevar a sus límites las bases establecidas en el artículo 

2° de la Constitución General de la República. El núcleo duro de dichas reformas se 

ha centrado en el reconocimiento a las comunidades de personalidad jurídica, 

patrimonio propio y de la calidad como sujetos de derecho público. 

Por ello la experiencia potosina de reforma indígena se ha configurado como el 

esfuerzo local más acabado, para hacer -efectivos y aplicables- los derechos 

indígenas otorgados constitucionalmente, por cuanto se ha llegado a la 

identificación y reconocimiento legal de las comunidades indígenas como titulares 

de derechos. Más aún, tratándose de una reforma que elevó los derechos asignados 

por encima de los otorgados por la Constitución Federal, al asignar la calidad de 

sujetos de derecho público a las comunidades. Aunado a ello, se formularon leyes 

reglamentarias del Artículo 9° Constitucional del estado y se modificó en cascada la 

legislación secundaria para dar coherencia a las nuevas disposiciones legales. 

De todo ello, lo más importante es que se concedieron facultades y competencias a 

las comunidades y sus autoridades para mandar y hacerse obedecer y obrar con 

imperio en el ámbito de su jurisdicción, condición necesaria para poder exigir a otros 

órganos de poder el respeto de sus propios sistemas normativos. 

Se trata pues de un conjunto de nuevas disposiciones legales, institucionales y 

programáticas, que guardan conexión jurídica entre sí y cuya formulación se orienta 

por el camino de la autonomía indígena para pasar a ser de autonomía indígena de 

hecho a autonomía de derecho. Hay énfasis en la aplicabilidad y por ende en la 

exigibilidad de la norma. 

El proceso ha logrado continuidad y coherencia en los cambios alcanzados, 

desatando modificaciones en cascada a las disposiciones legales que, iniciándose 

con una reforma constitucional, han desembocado en leyes reglamentarias, como 

la del Artículo 9° Constitucional, y la Ley de Justicia Indígena y Comunitaria, entre 

otras. También se han generado algunos cambios institucionales que favorecen la 

aplicabilidad de las nuevas disposiciones legales en materia indígena, como la 

creación de la Coordinación Estatal de Atención a los Pueblos Indígenas, ahora 

INDEPI (Instituto de Desarrollo Humano y Social de los Pueblos Indígenas), y en las 

direcciones de asuntos indígenas en 23 municipios, mismas que resultan 

primordiales en la gobernabilidad municipal. 

A estas referencias, debemos sumar el papel transformador de la consulta misma 

que fortaleció el conocimiento, conceptualización y visión de los personajes e 

instituciones involucradas, fueran legisladores, magistradas y funcionarias 

asistentes, quienes después de la consulta pudieron comprender y revalorar el 
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capital social y la validez de los sistemas normativos indígenas para atender y 

resolver de buena manera sus asuntos. Ya no se habló de “Usos y costumbres”, 

sino de sistema de autoridad indígena, la idea de que la justicia indígena equivalía 

a justicia por propia mano se sustituyó a una aceptación de ésta como ejercicio 

necesario de gobierno comunitario. 

En el mismo sentido, la idea de una comunidad corporativa refractaria al cambio y 

excluyente se modificó al observar que en cada comunidad había más de una 

denominación religiosa y todas estaban integradas al sistema de toma de 

decisiones.  

Los temores a la autonomía como un camino directo a la balcanización se superaron 

al observar directamente en qué consistía la autonomía de facto. La comprensión 

del gobierno local y su eficacia permitió entender que sólo con el sujeto de derecho 

público, la autoridad indígena podría ejercer plenamente y se reconoció entonces la 

equivocación de la reforma federal que se quedó en sujeto de interés público. 

B. Evolución del ejercicio de los derechos político-electorales de los 

pueblos indígenas 

En 1996, en San Luis Potosí se emitieron dos reformas de importancia en la materia. 

La primera a la Constitución Política del estado, de conformidad con la cual se 

reconoció el derecho a preservar la forma de vida de sus pueblos indígenas, y a 

promover el respeto y desarrollo de sus modos específicos de organización 

comunitaria (Reforma emitida por Decreto 657, 1996). La segunda, a la Ley 

Electoral del estado, estableciendo en la misma la posibilidad de participación 

política de miembros de comunidades indígenas en las elecciones municipales 

(Decreto núm. 665, 1996). 

Respecto del segundo de los puntos señalados, en la Ley Electoral del estado se 

estableció la determinación, optativa para los partidos políticos, de incluir a 

miembros de comunidades indígenas en las planillas para la renovación de 

ayuntamientos y delegados municipales en aquellos municipios donde la población 

fuera mayoritariamente indígena. Lo anterior, constituyó sin duda una acción 

afirmativa o positiva en favor de pueblos y comunidades indígenas, con el objetivo 

de posibilitar la presencia de sus integrantes en las candidaturas a elegirse en los 

procesos electorales municipales, y con ello permitir que en caso de resultar 

ganadores, los órganos de gobierno de los ayuntamientos de la entidad integraran 

en su conformación a miembros de dichas comunidades; acción afirmativa 

establecida que permitió continuar con un esquema de elecciones por sistema de 

partidos políticos, con participación de personas integrantes de las comunidades 

indígenas asentadas en San Luis Potosí, sin transitar a elecciones municipales por 

usos y costumbres. 
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Dicha acción afirmativa se estableció entonces como una cuota de participación sin 

que fuera obligatoria sino potestativa para los institutos políticos, lo que no 

garantizaba en principio, que los partidos políticos postularan personas indígenas a 

los diversos cargos de elección popular municipal, y, en consecuencia, tampoco su 

representación ante los ayuntamientos. 

Para el desarrollo de los procesos electorales locales de los años 1997, 2000, 2003 

y 2006 la regla referente a la participación de personas indígenas pertenecientes a 

las comunidades de nuestro estado permaneció intocada, incluida en el texto legal 

a manera de recomendación, únicamente tuvo dos cambios: el primero, en virtud de 

que al emitirse una nueva Ley Electoral del estado en el año de 1999 (Decreto 366, 

1999), se suprimió la posibilidad de elegir a las delegaciones municipales por voto 

popular; por ello, para el proceso electoral del año 2000, las candidaturas indígenas 

podrían incluirse en cualquiera de los cargos de elección integrados en la planilla, 

sin considerar ya a las candidaturas a delegaciones; el segundo, siendo que para el 

año 2005, al reformarse de nuevo la norma electoral (Decreto 364, 2005), se 

establece una forma diversa de registrar candidaturas a las elecciones municipales 

que es la que se conserva al día de hoy, consistente en incluir a las candidaturas de 

presidencia municipal, regiduría de mayoría relativa y sindicatura en una planilla, y 

a las candidaturas a regidurías de representación proporcional, en una lista de candi 

daturas bajo ese principio. Por ello, en las elecciones del año 2006, las candidaturas 

indígenas podrían incluirse solamente en la planilla de mayoría relativa, toda vez 

que la disposición legal continuaba refiriéndose a candidaturas en las planillas para 

ayuntamientos. 

Al respecto, el órgano electoral estatal, entonces Consejo Estatal Electoral11, emitió 

acuerdos para disponer cuáles serían los municipios en los que los partidos políticos 

procurarían postular candidaturas indígenas, al contar con población 

mayoritariamente indígena. Así, en el acuerdo de número 37/11/2005, aprobado en 

sesión de fecha 30 de noviembre del año 2005 (Acta de Acuerdos del Consejo 

Estatal Electoral, 2005) y que regiría durante el proceso electoral local 2006, se 

dispuso que los municipios con población mayoritariamente indígena en el Estado 

de San Luis Potosí eran los de Aquismón, Axtla de Terrazas, Huehuetlan, Coxcatlan, 

Matlapa, San Martín Chalchicuahutla, Santa Catarina, San Antonio, Tamazunchale, 

Tancanhuitz, Tanlajas, Tampamolón, Tampacan y Xilitla, y que, por lo tanto en dichos 

municipios, los partidos políticos que participaran en el pro ceso de elección de 

Ayuntamiento, deberían incluir en sus propuestas de candidatos a ciudadanos 

miembros de las comunidades indígenas, con las denominaciones que ellos se 

reconocieran. 

Si bien el órgano electoral estableció en el acuerdo antes señalado como obligación 

de los partidos políticos la postulación de candidaturas indígenas, lo cierto es que 
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no se detalló la forma en la que debería acreditarse la calidad específica, ni tampoco 

el procedimiento a seguir para garantizar el cumplimiento de la disposición. 

En 2008, con las reformas a la Ley Electoral (Decreto 362, 2008), se establece ya 

como obligación el registro de candidaturas indígenas en elecciones municipales, 

debiendo los partidos políticos integrar como mínimo en la planilla de mayoría 

relativa, o en las listas de representación proporcional, al menos a una fórmula de 

candidaturas. 

Adicionalmente a lo anterior, se especificó también en el texto legal que, para 

determinar la mayoría de población indígena, se estaría al último de los censos que 

en ese sentido emitiera la autoridad competente, y de acuerdo a los lineamientos 

que expidiera el organismo electoral. 

Por virtud de ello, para el Proceso Electoral 2009, el Consejo Estatal Electoral y de 

Participación Ciudadana aprobó el acuerdo 106/11/2008 (Acta de Acuerdos del 

Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, 2008) en sesión ordinaria 

de fecha 28 de noviembre de 2008, mediante el cual determinó que los municipios 

del estado donde la población era mayoritariamente indígena conforme al último de 

los censos del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (INEGI, 

2000) eran los mismos que así se habrían dispuesto en el proceso anterior; y que 

en dichos municipios para el registro de candidaturas indígenas, los partidos 

políticos se sujetarían a los Lineamientos respectivos, mismos que en su parte 

medular refirieron que para acreditar la calidad de las personas postuladas como 

indígenas integrantes de alguna de las comunidades con asentamiento en el 

municipio correspondiente, se atendería al dato contenido en la credencial de 

elector, considerando que “el concepto de comunidad, para efectos de los datos 

poblacionales por municipio, tendría como sinónimo el de localidad” (Acuerdo 

106/11/2008), además de disponer también un procedimiento coercitivo para 

garantizar el registro de dichas candidaturas, integrando en el mismo 

requerimientos de cumplimiento, y en caso de no atender a la obligación aquí 

referida, se determinó que se negaría el registro tanto de la planilla de mayoría 

relativa como de la lista de regidurías de representación proporcional del partido 

respectivo. 

En 2011 la Ley Electoral del estado es nuevamente reformada, y en virtud de ello 

se modifica la base sobre la cual el órgano electoral debe establecer los municipios 

que cuentan con población mayoritariamente indígena, al disponer que para ello se 

atendería al Padrón de Comunidades Indígenas del estado, de conformidad con el 

cual se documenta y registra la historia, mapas y calendarios ceremoniales, las 

estructuras de autoridades y sistemas normativos, así como las distintas situaciones 
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de las mujeres en varias comunidades del Estado, identificando 391 comunidades 

específicas, situadas en 23 municipios de la entidad. 

A partir de entonces, los acuerdos que emitió el órgano electoral se sustentaron 

tanto en el Padrón referido, como en los datos proporcionados por los Censos de 

Población o conteos llevados a cabo por el Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía. 

De este modo, para el proceso electoral local 2012, el Consejo Estatal Electoral y 

de Participación Ciudadana emite el acuerdo 76/11/2011, aprobado en sesión 

ordinaria de fecha 7 de noviembre de 2011, mediante el cual determina los 

municipios con población mayoritariamente indígena, de acuerdo con el Padrón de 

Comunidades Indígenas del estado, y con el Censo de Población y Vivienda emitido 

por el Instituto Nacional de Estadística y Geográfica (INEGI, 2010), incluyendo 

dentro de este rubro a los mismos municipios que en el proceso anterior. Respecto 

a la forma de acreditar la calidad de persona indígena integrante de comunidad, 

establece idéntico procedimiento previsto en los lineamientos aprobados para el 

proceso electoral 2009, tanto por lo que hace al documento de identidad, como a la 

forma de garantizar el cumplimiento de la cuota. 

Para el proceso electoral del año 2015, el organismo electoral aprueba de nueva 

cuenta lineamientos regulatorios de la cuota indígena por acuerdo 147/11/2014, de 

fecha 14 de noviembre de 2014. Sin embargo, por esta ocasión, si bien se señalan 

como municipios con población mayoritariamente indígena, los mismos que en los 

procesos electorales 2006, 2009 y 2012; lo cierto es que no se hace alusión a 

documento o procedimiento alguno para acreditar la calidad de persona indígena 

perteneciente a comunidad de los pueblos reconocidos en la Constitución Política 

del estado, es decir, al ser los organismos desconcentrados municipales los que 

verifican este requisito, en su caso determinaron de qué forma se haría dicha 

revisión y acreditación. 

En el proceso electoral 2018, al emitirse el acuerdo 123/10/2017, de fecha 30 de 

octubre de 2017 (Acta de Acuerdos del Consejo Estatal Electoral y de Participación 

Ciudadana, 2017) para garantizar la cuota indígena, se agrega un municipio más a 

los ya considerados de población mayoritariamente indígena, Tanquián de 

Escobedo; y como requisito para acreditar la calidad de persona indígena 

perteneciente a comunidad, se solicita un escrito simple de autoadscripción de las 

personas postuladas. 

Por lo que hace al proceso electoral local 2021, en el que se re novaron la 

gubernatura estatal, el congreso del estado, y los 58 ayuntamientos, la emisión de 

regulación por parte de la autoridad electoral para implementar acciones afirmativas 

a efecto de incrementar el número de personas indígenas pertenecientes a 
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comunidades del estado tanto en los ayuntamientos como en el órgano legislativo, 

se vio afectada primeramente por la declaratoria de nulidad de la Ley Electoral del 

estado -aprobada el 30 de junio del año 2020-, emitida por la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación por sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 

164/2020 (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2020), y después por las 

diversas impugnaciones promovidas por los actores políticos que participaron en el 

proceso electoral, que trajeron como consecuencia que en ese proceso no existiera 

cambio alguno respecto de las reglas referentes a la cuota indígena, es decir, 

únicamente se establecieron los municipios en los que debían registrarse fórmulas 

de personas indígenas, sin señalar la manera en la que debería acreditarse la 

calidad de persona indígena perteneciente a comunidad, tal como ya lo habría 

dispuesto el propio Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la 

sentencia SUP-RAP-726/2017 y acumulados (Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación, 2017), al determinar en la misma que debía exigirse a las 

personas que pretendieran ser candidatas indígenas bajo la acción afirmativa 

implementada por el Instituto Nacional Electoral para la postulación de candidaturas 

a diputaciones en el proceso electoral 2018, una autoadscripción calificada que 

pudiera ser demostrada con medios de prueba. 

Así, como antecedente de la emisión de la regulación para cumplimiento de la cuota 

indígena para el proceso electoral 2021, resulta de interés señalar que durante el 

proceso electoral local 2018, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, emitió sentencia en el expediente SUP-REC-214/2018 

(Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí, 2018), en la que, en la parte que 

interesa, vinculó al organismo electoral para que en el siguiente proceso realizara 

estudios e implementara acciones afirmativas en materia indígena para el registro 

de candidaturas a diputaciones locales, con la finalidad de establecer esquemas 

que ayudaran a revertir en el ámbito electoral local la desigualdad en la 

representación indígena, pudiendo para ello apoyarse en buenas prácticas, tales 

como las emitidas en el ámbito federal. 

Es decir, por primera vez en la entidad se habló de la necesidad de garantizar la 

presencia indígena en el Congreso del Estado, ya que como ha podido 

desprenderse de lo hasta aquí narrado, desde que se incluyeron disposiciones a 

favor de la representación de las comunidades indígenas, se trató siempre de su 

presencia en órganos electos municipales. 

Por ello, en acatamiento a la sentencia precitada, el organismo electoral, con fecha 

8 de octubre de 2019, suscribió un convenio de colaboración con el Instituto de 

Desarrollo Humano y Social de los Pueblos y Comunidades Indígenas (INDEPI), 

con la finalidad de llevar a cabo los estudios concernientes para la implementación 

de acciones afirmativas en materia indígena respecto de candidaturas a 
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diputaciones locales y ayuntamientos para el Proceso Electoral 2020-2021. 

Derivado de ello, se efectuaron 7 reuniones de trabajo, de conformidad con las 

cuales se concluyó en la necesidad de establecer acciones afirmativas para el caso 

de por lo menos 3 distritos electorales del estado, en donde la población indígena 

superaba el 60% del total de cada distrito; y en el caso de al menos 17 municipios, 

en donde la población indígena era igual o mayor al 50% del total del municipio. En 

ambos casos, se consideró que las personas que participaran en su calidad de 

indígenas, acreditaran la misma a través de la figura de la “autoadscripción 

calificada”, lo que además se ha establecido en las sentencias SUP-RAP-726/2017 

y acumulados del (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017), en 

el sentido de que para el caso de las personas que sean postuladas para cubrir una 

cuota indígena, se acredite el vínculo que la persona candidata tiene con su 

comunidad; es decir, no basta con acreditar que la persona es indígena, sino que 

además pertenece a una comunidad indígena, teniendo en consideración que las 

comunidades indígenas tienen un sentido especial de identidad colectiva, y que 

precisamente es derecho de la comunidad el formar parte de los órganos de 

gobierno electos, a través de sus integrantes. Una vez definido lo anterior, la duda 

consistía en determinar cómo se podría acreditaría la pertenencia a la comunidad 

de las personas postuladas. 

Aquí cabe reflexionar acerca del hecho de que a pesar de existir en la legislación 

electoral potosina desde 1996 la posibilidad de inclusión de personas integrantes 

de las comunidades indígenas del estado en las candidaturas municipales, la forma 

en la que la autoridad consideró que debía acreditarse tal carácter, siempre se 

interpretó como la necesidad de acreditar la calidad de persona indígena, sin 

vincularla con la comunidad a la que pertenecía. Sin embargo, con el criterio emitido 

por el Tribunal Electoral en el expediente SUP-RAP-726/2017 y acumulados 

(Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2017) se esclarece que la 

norma, al establecer el derecho de participación política, se lo confiere a la 

comunidad como sujeto titular de derecho, para contar con representación ante los 

órganos electos; por ello, para poder participar en el ámbito electoral, las personas 

que se presentan como candidatos o candidatas indígenas pertenecientes a 

comunidad, deben necesariamente acreditar ese vínculo con la comunidad. 

Continuando con los trabajos llevados a cabo por el órgano electoral para la 

construcción de los lineamientos que regirían la cuota indígena para elecciones de 

diputaciones y de ayuntamientos, con fecha 16 de diciembre de 2019, se suscribió 

convenio con El Colegio de San Luis, A.C., a efecto de que dicha institución 

proporcionara un diverso estudio en el que se plasmara la información relativa a un 

modelo general sobre estructura interna y jerarquía de cargos en las comunidades 

indígenas en el estado, y su vínculo con la autoadscripción calificada; así como la 
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tipología de las asambleas comunitarias y su referencia a cada una de las 391 

comunidades registradas en el Padrón de Comunidades Indígenas del estado. 

Derivado de lo anterior, se llegó a la conclusión de que para acreditar la 

autoadscripción calificada de las personas integrantes de los pueblos y 

comunidades indígenas en la entidad, se solicitaría que fueran las asambleas de las 

comunidades las que reconocieran tal calidad de las personas a postularse en las 

candidaturas, tomando en cuenta lo siguiente, como se estipuló en los lineamientos 

proporcionados por el Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de 

San Luis Potosí (CEEPAC, 2020): 

1. Que de conformidad con la Constitución Política del estado, en su artículo 9º, 

fracción IV, la conciencia de la identidad étnica de los pueblos y comunidades 

indígenas del estado, debe ser criterio fundamental para determinar a 

quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos y comunidades 

indígenas, y que al respecto, las propias comunidades coadyuvarían en 

última instancia a este reconocimiento; por lo que la autoadscripción de las 

personas indígenas, para efectos de gozar de los derechos consagrados a 

favor de los pueblos y comunidades en el estado, sería en última instancia 

reconocida por la propia comunidad de pertenencia. 

2. Que de los criterios orientadores sobre las formas y elementos que podrían 

ser considerados para acreditar la autoadscripción calificada que fueron 

proporcionados por el Instituto de Desarrollo Humano y Social para los 

Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado, así como del resultado de los 

Diálogos sobre la representación de los pueblos y comunidades indígenas, 

desarrollados en fecha del 12 septiembre de 2020, en donde el propio 

INDEPI puso a consideración de las personas representantes estos criterios 

orientadores, construidos desde el conocimiento de las dinámicas internas 

generalizadas de las comunidades, se obtuvo que para la calificación de los 

criterios orientadores sería la Asamblea quien se pronunciara al respecto en 

cada uno de ellos; es decir, que recaería en la Asamblea la facultad de 

calificar cualquier requisito para acreditar una autoadscripción calificada. 

3. Que de acuerdo con el estudio proporcionado por El Colegio de San Luis, 

A.C., denominado “Estructura, mecánica y dinámica de la autoridad indígena. 

El mandato de las asambleas comunitarias” (Ávila, 2021, p. 34), respecto a 

la autoadscripción calificada, se dispuso lo siguiente: “Un elemento común y 

extendido a todas las comunidades es que consideran a las asambleas como 

la máxima autoridad y por ende la instancia superior para la toma de 

decisiones. En esta comunidad se eligen autoridades en asambleas, las 

cuales cumplen el mandato de esta y organizan el funciona miento interno, 

así como, representan a la comunidad ante las autoridades externas. En 
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cuanto a los niveles de autoridad en primera instancia, como máxima 

autoridad está la asamblea general o la respectiva de barrio, según el caso”. 

4. Que el artículo 17 de la Ley Reglamentaria del artículo 9.º de la Constitución 

Política del estado de San Luis Potosí, dispone que se reconoce a la 

Asamblea General como la máxima autoridad de las comunidades indígenas, 

a través de la cual elegirán, de acuerdo con sus normas y procedimientos, a 

las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de 

gobierno interno, regular y solucionar sus problemas y conflictos, y decidir 

sobre faenas y el servicio público, es decir, las actividades de beneficio 

común. 

Lo anterior que coincidió así mismo con lo reflexionado por Hevia et al. (2019), quien 

señala que “la Asamblea Comunitaria es una de las instituciones que podría validar 

el vínculo que la o el candidato tienen con su comunidad” (p. 215), cuando se hace 

referencia precisamente a las reflexiones respecto de la autoadscripción calificada. 

Ahora bien, los resultados de las acciones anteriores trajeron como consecuencia 

que el organismo electoral trabajara, por una parte, en la construcción de 

lineamientos para garantizar la participación de personas indígenas en las 

elecciones; y, por otro lado, permitieron que se llevara a cabo un acercamiento con 

el Congreso del Estado, para buscar que en el texto de la propia legislación electoral 

se incluyeran las bases para garantizar la presencia de integrantes de los pueblos 

y comunidades indígenas de esta entidad, en el órgano legislativo, así como en los 

ayuntamientos. 

En tales términos, se acordó participar en la Consulta a los Pueblos y Comunidades 

Indígenas que el Congreso del estado inició en el primer trimestre de 2020, consulta 

en la cual se incluirían las propuestas de reforma que afectan los derechos de los 

integrantes de dicho grupo social, y las que el organismo electoral consideraba 

necesarias para emitir acciones afirmativas en la materia, sobre todo las relativas a 

la acreditación de la autoadscripción calificada. 

Sin embargo, derivado de las restricciones provocadas por la pandemia por COVID-

19, la celebración de la consulta que había sido iniciada fue suspendida18, sin que 

se hubiera reprogramado su realización, habiendo el Congreso del estado emitido 

la nueva Ley Electoral sin realizar la consulta indígena. 

Por tal motivo, el Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, con 

fundamento en la recién emitida Ley Electoral, aprobó por acuerdo 78/09/2020 

(Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, 2020), de fecha 29 de 

septiembre de 2020, los Lineamientos que regularían el registro de Candidaturas 

Indígenas en las elecciones de Diputaciones y Ayuntamientos del Estado de San 

Luis Potosí, durante el Proceso Electoral 2020-2021. 
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Lo novedoso de dichos lineamientos consistió en que se estableció un esquema 

diverso para el registro de candidaturas indígenas en los ayuntamientos y distritos 

con población mayoritariamente indígena, con el fin de garantizar tanto la 

participación de personas candidatas originarias de pueblos y comunidades 

indígenas, como su acceso a la representación en la integración tanto del Congreso 

del Estado como de los ayuntamientos. 

En el caso de las medidas afirmativas para las elecciones municipales, se consideró 

distribuir los municipios con población mayoritariamente indígena, de acuerdo al 

porcentaje de dicha población, de mayor a menor, garantizando el registro de 

personas indígenas pertenecientes a comunidades en determinados cargos, que a 

su vez permitiría el ingreso de las personas ahí postuladas al ayuntamiento, una vez 

que se efectuaran las elecciones, señalando incluso el porcentaje de integración 

indígena del ayuntamiento respectivo, de conformidad con lo siguiente: 

Cuadro 2. Cargos para el registro de candidaturas indígenas para elecciones 

municipales. 

  
 
 

Municipios 

 
 

% de 
población 
indígena 

 

 
 

Postulación 
obligatoria 

 

 
Puestos 

que 
pueden ser 
alcanzados 

 
% de 

integración 
del 

municipio 

 
Bloque 1 
Cuatril I 

 

Tamuín 
San V. Tancuayalab 

Alaquines 
Xilitla 

50.1 
57.5 
64.3 
66.6 

Primera 
regiduría de 

representación 
proporcional 

 
 

Al menos 3 

 
 

37.5 

 
Bloque 2 
Cuatril II 

San M. Chalchicuautla 
Tamapacán 

Santa Catarina  
Axtla de Terrazas 

74.6 
74.7 
76.4 
78.4 

Primera 
regiduría de 

mayoría 
 

Primera 
regiduría de 

representación 
proporcional 

 
 

Al menos 4 

 
 

50.0 

 
Bloque 3 
Cuatril III 

 

Huehuetlán  
Aquismón 

Tampomolón Corona 
Matlapa 

82.7 
88.6 
89.2 
90.0 

Primera y 
segunda 

regiduría de 
representación 
proporcional 

 
 
Al menos 5 

 
 

62.5 

 
Bloque 4 
Cuatril IV 

 

Tancanhuitz  
Coxcatlán 
 Tanlajás 

San Antonio 

90.1 
92.4 
94.4 
97.2 

Presidencia 
municipal 

 
Primera 

regiduría de 
representación 
proporcional 

 

 
 
Al menos 4 

 
 

50.0 
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Fuente: Lineamientos que regularían el registro de Candidaturas Indígenas en las elecciones 

de Diputaciones y Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, Proceso Electoral 2020-

2021. 

Para el caso del ayuntamiento de Tamazunchale, San Luis Potosí, al contar con una 

integración en cuanto al número de cargos, distinta a los municipios contenidos en 

la tabla anterior, ya que en este municipio se elige un mayor número de regidurías 

de representación proporcional, se incluyó en cuadro adicional, en los términos 

siguientes: 

 

 
 

Municipio 

 
% de 

población 
indígena 

 

 
Puestos que 
pueden ser 
alcanzados 

 
Puestos que 
pueden ser 
alcanzados 

 
% de  

integración del 
municipio 

 
 

Tamazunchale 

 
 

72.3 

Primera regiduría de 
mayoría 

 
Primera regiduría de 

representación 
proporcional 

 

 
 

Al menos 7 

 
 

46.6 

 

Fuente: Lineamientos que regularían el registro de Candidaturas Indígenas en las elecciones 

de Diputaciones y Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, Proceso Electoral 2020-

2021. 

 

Para el caso de las elecciones de diputaciones, se determinó que los partidos 

políticos debían postular candidaturas indígenas en los distritos 13, con cabecera 

en Tamuín; 14, con cabecera en Tancanhuitz, y 15, con cabecera en Tamazunchale, 

al ser los que contaban con un porcentaje de población indígena mayor al 60% del 

total de la población de dicho distrito, 62.8%, 79.5% y 76.3% respectivamente, 

Según el cuadro contenido en los Lineamientos que regularían el registro de 

Candidaturas Indígenas en las elecciones de Diputaciones y Ayuntamientos del 

Estado de San Luis Potosí, durante el Proceso Electoral 2020-2021 (CEEPAC, 

2020). 

Así, se dispuso en los lineamientos en comento que, en dichos distritos, los partidos 

políticos postularían únicamente personas indígenas pertenecientes a las 

comunidades indígenas del estado de San Luis Potosí. Aunado a lo ya señalado, se 

incluyó un apartado relativo a cómo debía acreditarse la autoadscripción calificada 

de las personas postuladas, señalándose que, para ello, debería ser presentada el 

acta de asamblea respectiva. Lo anterior, como ya fue señalado, como resultado de 
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los trabajos efectuados tanto con el Instituto de Desarrollo Humano y Social de los 

Pueblos y Comunidades Indígenas, como con El Colegio de San Luis, A.C., en el 

entendido de que se estimó que constituía derecho de toda comunidad, a través de 

su Asamblea General, el extender o no el acta por medio de la cual se calificara la 

autoadscripción de la persona solicitante para que ésta pudiera acceder a 

postulación mediante la candidatura reservada para personas de los pueblos y 

comunidades indígenas. Así también se dispuso al respecto que los partidos 

políticos no podrían tener intervención alguna en los procesos normativos internos, 

formas de organización ni ninguna otra dinámica en cuyo involucramiento se 

menoscabara la autonomía de los pueblos y/o comunidades indígenas.  

Por último, se garantizó en los mismos la paridad en las postulaciones 

indígenas, refiriéndose, por una parte, que las fórmulas tendrían que ser 

integradas por personas del mismo sexo; además que del total de 

postulaciones que los partidos efectuaran en las elecciones de diputaciones, 

al menos la mitad correspondería a candidatas mujeres indígenas, lo mismo 

para el caso de los ayuntamientos. 

El acuerdo fue aprobado por el pleno del órgano electoral, sin embargo, como ya 

fue referido, con fecha 05 de octubre de 2020 la Ley Electoral del estado en la que 

se fundamentó fue anulada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación por 

sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 164/2020, precisamente por 

no haberse llevado a cabo la consulta indígena para la emisión de la norma. 

Adicionalmente, los partidos políticos Revolucionario Institucional, Concien cia 

Popular y del Trabajo promovieron recurso de revisión con número TESLP/ 

RR/06/2020 y acumulados en contra del acuerdo en estudio, el cual fue sobreseído 

(Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí, 2020). En virtud de que con fecha 

20 de octubre del mismo año, el Consejo Estatal Electoral y de Participación 

Ciudadana emitió de nuevo los lineamientos indígenas para salvar el hecho de que 

la ley en la que se había fundado habría sido anulada (Consejo Estatal Electoral y 

de Participación Ciudadana, 2020). 

Los lineamientos que fueron emitidos nuevamente regulaban el mismo con tenido 

que los previos, reproduciendo los cargos en los que debían postularse las 

candidaturas indígenas, así como los requisitos para acreditar la autoadscripción 

calificada, y la paridad indígena (Consejo Estatal Electoral y de Participación 

Ciudadana, 2020). 

Tales lineamientos fueron impugnados de nueva cuenta por los partidos Conciencia 

Popular, Revolucionario Institucional y del Trabajo, habiéndose confirmado por el 

Tribunal Electoral del estado de San Luis Potosí al emitir la sentencia en el 

expediente TESLP/RR/11/2020 y sus acumulados (Tribunal Electoral del estado de 
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San Luis Potosí, 2020). Sin embargo, al acudir a la Sala Regional Monterrey del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, los lineamientos fueron 

revoca dos al considerar dicho órgano jurisdiccional que, para su emisión, el 

Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, debió haber efectuado la 

consulta indígena (Sala Regional Monterrey, 2020). Sin embargo, si bien dicho 

órgano dejó sin efectos los lineamientos, dispuso que los partidos políticos se 

encontraban aún obligados a registrar candidaturas indígenas en las elecciones de 

diputaciones y ayuntamientos. Por tal motivo, con fecha 15 de enero de 2021 

(Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, 2021). el órgano electoral 

emitió de nueva cuenta lineamientos para regular el registro de dicha candidaturas, 

con algunos cambios derivados de lo señalado por la autoridad jurisdiccional en la 

sentencia respectiva, consistentes en que el registro de candidaturas para 

ayuntamientos, si bien se tendría que efectuar obligatoriamente en los 17 municipios 

que contaban con población mayoritariamente indígena, se agotaría con la 

presentación de una fórmula de candidaturas, ya fuera en las candidaturas de 

mayoría relativa o en las de representación proporcional; para el caso de las 

candidaturas a diputaciones, se señaló únicamente que si los partidos políticos 

optaban por postular personas indígenas para las elecciones distritales, tendrían 

que presentar los documentos señalados en los propios lineamientos para acreditar 

la autoadscripción calificada. Y respecto de dicha autoadscripción calificada, se 

dispuso, por una parte, que las personas candidatas tendrían que adjuntar un escrito 

simple de autoadscripción indígena, y que los partidos políticos debían acompañar 

documento idóneo que acreditara el vínculo entre las personas postuladas y sus 

comunidades, con constancias que de manera ejemplificativa y enunciativa, más no 

limitativa, acreditaran que las personas habrían prestado en algún momento 

servicios comunitarios, o desempeñados cargos tradicionales en la comunidad, 

población o distrito por el que pretendían ser postuladas; habrían participado en 

reuniones de trabajo tendentes a mejorar dichas instituciones o para resolver los 

conflictos que se presentaran en torno a ellas, dentro la población, comunidad o 

distrito indígena por el que pretendían ser postuladas, o habrían sido o eran 

representantes de alguna comunidad o asociación indígena que tuviera como 

finalidad mejorar o conservar sus instituciones. Lo anterior, en los mismos términos 

que habría dispuesto la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación en la sentencia SUP-RAP-726/2017 y acumulados (Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación, 2017). 

Los lineamientos así aprobados, fueron impugnados de nueva cuenta por el Partido 

Conciencia Popular, dando paso a la emisión de sentencia dictada por el Tribunal 

Electoral del estado en los expedientes TESLP/RR/02/2021 y TESLP/ RR/04/2021 

(Tribunal Electoral del estado, 2021). Sin embargo, al conocer de impugnación 

promovida por el mismo instituto político, la Sala Regional Monterrey del Tribunal 
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Electoral del Poder Judicial de la Federación, mediante sentencia dicta da en el 

expediente SM-JRC-0005/2021 (Sala Regional Monterrey, 2021), revocó la 

sentencia del Tribunal local, así como los lineamientos respectivos. Por lo que con 

fecha 3 de marzo de 2021, se emitió finalmente el acuerdo que tuvo vigencia durante 

el proceso electoral 2021, en el que únicamente se relacionaron los 17 municipios 

con población mayoritariamente indígena en el estado, en donde se debían postular 

candidaturas indígenas, siendo los que se habrían señalado en los primeros 

lineamientos emitidos (Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, 

2021). De todo lo señalado se concluye que, a pesar de los intentos del órgano 

electoral local por acrecentar la integración de personas indígenas pertenecientes 

a los pueblos y comunidades en los órganos electos, existen aún resistencias 

importantes para dar ese paso en la entidad. 

C. Participación política de las mujeres indígenas 

La participación de las mujeres indígenas, tanto en las elecciones municipales, 

como en sus formas de organización comunitaria, presenta diferencias 

significativas; por una parte, por lo que hace a los procesos electorales, ésta se ha 

dado de manera más equitativa con los hombres indígenas; sin embargo, para el 

caso de su participación en los órganos de autoridad comunitarios, de los datos 

obtenidos se observa que existe un sesgo importante. 

Debe ponderarse que, para los registros de candidaturas, los hombres y mujeres 

que se han auto adscrito como indígenas en los últimos tres procesos electorales 

se ha dado de manera casi paritaria. Si bien, existe un predominio de hombres 

indígenas registrados en las candidaturas, lo cierto es que la diferencia se disminuyó 

en el último proceso electoral, en donde casi resulta paritaria. Lo anterior, puede 

derivarse del cumplimiento que deben atender los partidos políticos a las reglas 

existentes en materia de paridad de género previstas desde la Constitución federal, 

hasta la normativa del propio órgano electoral local. 

Es importante señalar que si bien, fueron electas más mujeres indígenas que 

hombres, son menos mujeres indígenas las que ocupan cargos como propietarias 

que los hombres. 

Ahora bien, por lo que refiere a la participación de mujeres indígenas en los órganos 

de autoridad comunitarios, es significativo mencionar que de los datos disponibles 

se puede colegir que dicha participación sigue siendo aún baja respecto de la 

participación de los hombres. 

Así, de acuerdo con los datos plasmados en el Informe de Resultados de la Consulta 

a pueblos, comunidades, mujeres y hombres indígenas y afrodescendientes 

mexicanos que habitan o transitan por el territorio del Estado de San Luis Potosí, 
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que llevó a cabo el poder legislativo de esta entidad federativa durante los meses 

de mayo a agosto del de 2022, (Último ejercicio de ese tipo en la entidad) para 

obtener opiniones, propuestas o recomendaciones en torno a diversas iniciativas 

legislativas, dentro de las que se incluyeron las de reforma a la Ley Electoral del 

estado, se relata además del número total de consultas y de la población a la que 

se dirigió, cuál fue la participación de las autoridades de los pueblos y comunidades 

indígenas durante la misma. 

De este modo, se señala que se llevaron a cabo 136 consultas con personas 

indígenas de los pueblos náhuatl, teének, xi´iuy norte y xi´iui sur, así como con los 

pueblos triqui, mazahua, otomí, mixteco, y wirrárika que se encuentran en la capital 

potosina, asegurando con ello la participación de 388 comunidades y 1059 barrios, 

anexos, fracciones, secciones y colonias, habiendo contado un total de 6473 

participantes. Cabe señalar que de conformidad con el Padrón de Comunidades 

Indígenas vigente en el estado (Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, 

2015), cuya última actualización se efectuó en el año 2015, el total de comunidades 

indígenas registradas es de 391, motivo por el cual la consulta se efectuó en casi la 

totalidad de comunidades con registro estatal. 

Ahora bien, por lo que refiere a la asistencia de autoridades indígenas, dicho informe 

arroja un dato importante al señalar que del total de autoridades indígenas que 

asistieron a la consulta, 309 eran autoridades indígenas mujeres, y 1,164 autori 

dades indígenas hombres, es decir, que por lo que refiere a las autoridades 

indígenas asistentes, sólo el 21% se encontraba representado por mujeres 

indígenas, y el 79% por hombres indígenas, de lo que puede desprenderse que la 

participación de mujeres en los cargos de autoridad al interior de sus comunidades, 

aún es baja. 

Así también, de dicho informe se obtiene que por lo que hace a la asistencia a las 

consultas, de un total de 6473 asistentes, 2733 fueron mujeres, y 3740 hombres, lo 

que denota el interés de las mujeres indígenas por tener una mayor participación en 

los asuntos públicos, tal como se refiere en el informe: 

…puede interpretarse en que por parte de las mujeres hay un creciente 

interés y compromiso, así como tal vez una mayor posibilidad de estar 

presentes en estos eventos… 

Todo ello, que, si bien se ha ido incentivando por diversos factores como una 

mayor migración de los hombres y el empoderamiento, es muestra de que 

las mujeres están aprovechando estos espacios de toma de decisiones y que 

buscan expresarse y estar más presentes y visibles no solo en la vida 

comunitaria sino ante las instituciones gubernamentales (Informe de los 

Resultados de la Consulta Indígena, septiembre 2022, p. 26). 
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En concordancia con lo anterior, en un estudio llevado a cabo por la Casa de la 

Mujer Indígena en diciembre de 2014, con comunidades náhuatl de la huasteca sur, 

al abordar el tema de participación política de las mujeres indígenas, se señala que 

solo el 3.92% de mujeres participantes manifestaron saber de mujeres que han sido 

comisariadas en sus comunidades; además de señalar algunas de las razones por 

las cuales las mujeres que quieren o logran acceder a un cargo de representación 

enfrentan, como son “la desaprobación de la comunidad, con un 35.29%; seguido 

de la violencia de la pareja, con un 31.37%; la violencia de la comunidad y la 

desaprobación de las mujeres con un 25.49% respectivamente; y la desaprobación 

de la pareja, con un 23.52%” (Casa de la Mujer Indígena, 2014). 

Otro ejemplo de una baja participación en los cargos comunitarios de las mujeres 

indígenas, lo encontramos en la justicia indígena. En San Luis Potosí contamos con 

la Ley de Justicia Indígena y Comunitaria, que fue expedida por el Congreso del 

Estado el primero de junio del dos mil seis, y que ha sufrido diversas reformas, hasta 

llegar a su contenido actual (Congreso del Estado de San Luis Potosí, 2018). De 

con formidad con dicha ley, la justicia indígena se conforma por los órganos 

jurisdiccionales, las autoridades internas de la comunidad, las y los jueces auxiliares 

indígenas, la normatividad, los procedimientos y los organismos auxiliares, los 

cuales deben garantizar a las personas indígenas integrantes de las comunidades, 

una impartición de justicia en su lugar de origen, con total respeto a sus sistemas 

normativos y tradiciones propios de la comunidad. 

Uno de los aciertos de dicha ley lo constituye el que las personas que ejerzan el 

cargo de juez/a auxiliar indígena, sean nombradas conforme a los sistemas 

normativos de las comunidades, a quienes se les establecen como requisitos para 

ejercer el cargo, el ser personas miembros de la comunidad en la que son electas, 

dominar la lengua; conocer los usos, costumbres y tradiciones de la comunidad 

indígena a la que pertenezcan, y demostrar ser reconocidos por su compromiso en 

la comunidad con el bien común y el respeto a los derechos humanos. 

Adicionalmente, se señala que el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial, 

deberá promover la participación de las mujeres en los diferentes cargos de la 

comunidad, incluidos los cargos de jueces auxiliares indígenas. 

A pesar de lo anterior, del Listado de Jueces/Juezas Auxiliares actualizado al mes 

de agosto de 2024 de cuatro municipios de la Huasteca Potosina con población 

mayoritariamente indígena, proporcionado por el Poder Judicial del Estado, de las 

mujeres indígenas que participan en dicho cargo se presentan los porcentajes 

siguientes: 

Cuadro 3. Mujeres indígenas en cargos de jueza auxiliar en municipios de la 

Huasteca Potosina 
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Municipio 

 
Número de Jueces/ 
Juezas Auxiliares 

 

 
Hombres  

 
Mujeres 

Aquismón 78 65 13 

Axtla de Terrazas 24 20 4 

Coxcatlán 42 28 14 

San Martín 17 14 3 

TOTAL 161 127 34 

PORCENTAJE 100 78.88 21,11 

 

Fuente: Elaboración propia. 

Sin embargo, tenemos ejemplos también en donde las asambleas comunitarias han 

designado en los cargos de jueces auxiliares a mujeres, como en el municipio de 

Huehuetlán, en la comunidad de Tandzumadz, cuya asamblea designó, por primera 

vez, a nueve mujeres como juezas indígenas (Neri Corona, 2020). Llama la atención 

que en la nota periodística en donde se destaca la noticia en comento, María 

Pascuala Martínez Hernández manifiesta que fueron designadas en dicho cargo 

solo mujeres madres solteras, ya que eso les permite desplazarse a los diversos 

lugares de la comunidad en caso de emergencias, lo que es coincidente con el 

hecho de que se haya revelado con anterioridad en el presente apartado que uno 

de los obstáculos que enfrentan las mujeres indígenas para participar políticamente 

en sus comunidades es precisamente la desaprobación de la pareja. 

Es así que la participación de las mujeres indígenas tanto en los contextos de 

procesos electorales municipales, como de integración de órganos comunitarios se 

presenta en San Luis Potosí, y al respecto es de señalar que considerando el 

fenómeno de la violencia política contra las mujeres por razón de género que ha 

venido visibilizándose cada vez con más frecuencia a partir de que las mujeres 

acceden a los cargos públicos de toma de decisiones, es de destacar que de la 

información que obra en el Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana, 

órgano encargado de sustanciar los procedimientos respectivos ante la recepción 

de quejas por la comisión de dichas conductas, se desprende que únicamente fue 

recibida una vista por parte del Tribunal Electoral del estado de San Luis Potosí, 

mediante la cual turnó un asunto ante dicho órgano presentado, en donde se 

advertía la posible comisión de actos de violencia política en contra de una mujer 

que se ostentó con el carácter de representante de la Comunidad Otomí en el 

municipio de San Luis Potosí. Al respecto, al solicitarse por la autoridad electoral la 

ratificación de la denuncia para poder conocer del asunto, no se tuvo respuesta por 

parte de la denunciante, por lo cual se tuvo por no presentada la denuncia. 

Respecto de juicios para la protección de los derechos político-electorales de la 

ciudadanía ante el Tribunal Electoral del estado, promovidos por mujeres que se 
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hayan auto adscrito indígenas, por actos específicos de violencia política de género, 

no se encontró información de la cual se desprenda que algún juicio bajo esos 

términos haya sido sustanciado y resuelto ante dicho órgano jurisdiccional. 

 

Vale la pena señalar que, en su momento, el órgano electoral estatal, en un esfuerzo 

por erradicar este tipo de conductas que se presentan en contra de las mujeres que 

participan en la vida política, realizó talleres en diversos municipios del estado. Uno 

de ellos fue el municipio de Tamazunchale, en donde el 15 de julio de 2022 se llevó 

a cabo el “Taller de Identificación y Atención en casos de Violencia Política contra 

las mujeres en razón de género”, el cual fue dirigido a mujeres electas de los 

municipios de Tancanhuitz, Matlapa, Coxcatlán, Huehuetlán, San Antonio, San 

Martín Chal chicuautla, Tanlajás, Tampacán, Tampamolón, Axtla de Terrazas y 

Tamazunchale, todos los anteriores con población mayoritariamente indígena. Al 

respecto, se contó con la participación de 23 funcionarias públicas de elección 

popular provenientes de los distintos municipios en mención, a quienes les fueron 

distribuidas además Guías ciudadanas para identificación, prevención y atención de 

la Violencia Política de Género (Consejo Estatal Electoral y de Participación 

Ciudadana de San Luis Potosí, 2021), las cuales fueron elaboradas tanto en idioma 

español, como en lengua Náhuatl y Teének. 

VIII.  Contexto actual 

En San Luis Potosí, los procesos para la elección de autoridades de los órganos 

constitucionales como el Congreso del estado o los ayuntamientos siguen 

organizándose y calificándose bajo el sistema de partidos políticos reconocido en la 

Constitución federal, así como en la local. 

Cabe señalar que, en el mes de enero del año 2021, durante el desarrollo del 

proceso electoral, el Consejo se pronunció mediante acuerdo 030/01/2021 (Consejo 

Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de San Luis Potosí, 2021) respecto 

de diversas solicitudes que fueron presentadas por personas auto adscritas como 

representantes de al menos veinte comunidades indígenas asentadas en los 

municipios de San Antonio, Tancanhuitz y Tanlajás, municipios con población 

mayoritariamente indígena. En dichas solicitudes, la petición hecha valer consistió 

en que en los municipios antes mencionados y en los distritos de los que forman 

parte, las elecciones de autoridades se realizaran bajo sistema de usos y 

costumbres. 

La respuesta del organismo electoral consistió en señalar que al encontrarse en 

marcha un proceso de elección en el cual las reglas que lo rigen no pueden ser 

modificadas de conformidad con lo dispuesto por la Constitución federal, no era 
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posible atender a dicha solicitud en ese momento, pero que se atenderían las 

peticiones respectivas una vez concluido el proceso; adicionalmente el órgano 

electoral determinó crear e integrar una Comisión Temporal de Inclusión (Acuerdo 

del Pleno del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana por el cual se 

crea la Co misión Temporal de Inclusión, 2022) para que fuera dicho órgano el que 

atendiera entre otros temas, el referente a dichas solicitudes. 

El acuerdo emitido en respuesta a las peticiones presentadas fue impugna do por 

las personas integrantes de las diversas comunidades comparecientes, sin 

embargo, tanto el Tribunal Electoral local, como el Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, a través de su Sala Regional Monterrey en la sentencia 

SM-JDC-0089/2021 (Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Sala 

Regional Monterrey, 2021), confirmaron el acuerdo del órgano electoral, con la 

particularidad de que de conformidad con la sentencia emitida por el último órgano 

jurisdiccional mencionado, se estableció la obligación a cargo del Consejo de 

integrar en la Comisión Temporal de Inclusión, a las representaciones de las 

comunidades de los municipios señalados para de esa manera llevar a cabo los 

estudios concernientes y acciones necesarias para atender la petición de tránsito a 

sistema de usos y costumbres para la elección de autoridades en dichos municipios. 

En ese sentido, los trabajos de la Comisión Temporal de Inclusión continúan para 

emitir un informe al Congreso del Estado en el que señale la procedencia, en su 

caso, de realizar una consulta indígena para el cambio de sistema de elecciones en 

los municipios de San Antonio, Tancanhuitz y Tanlajás. 

Resulta de relevancia señalar que para los trabajos que deban desarrollarse para la 

consulta que en su caso se realice, se cuenta en la entidad federativa con la Ley de 

Consulta Indígena del estado (Congreso del Estado Libre y Soberano del Estado de 

San Luis Potosí, 2010), siendo San Luis Potosí, Durango (Ley de Consulta Indígena 

para el Estado y Municipios de Durango, 2022), Oaxaca (Ley de Consulta Previa, 

Libre e Informada de los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas para 

el Estado de Oaxaca, 2022) y Quintana Roo (Ley de Consulta a los Pueblos y 

Comunidades Indígenas y Afromexicanas del estado de Quintana Roo, 2022) las 

únicas entidades federativas que en este momento cuentan con una ley de este tipo. 

Resulta de relevancia señalar que para los trabajos que deban desarrollarse para la 

consulta que en su caso se realice, se cuenta en la entidad federativa con la Ley de 

Consulta Indígena del estado (Congreso del Estado Libre y Soberano del Estado de 

San Luis Potosí, 2010), siendo San Luis Potosí, Durango, Oaxaca y Quintana Roo 

las únicas entidades federativas que en este momento cuentan con una ley de este 

tipo (Ley de Consulta a los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexicanas del 

estado de Quintana Roo, 2022): 
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Adicionalmente en el estado, en materia indígena, existen las siguientes 

legislaciones: 

1. Ley Reglamentaria del artículo 9º de la Constitución Política del 

Estado, misma que de conformidad con su artículo 1º, tiene por objeto 

garantizar a las comunidades integrantes de los pueblos indígenas y 

a sus habitantes, el ejercicio de sus formas específicas de 

organización comunitaria y de gobierno propio; y el respeto y 

desarrollo de sus culturas, creencias, conocimientos, lenguas, usos, 

costumbres, medicina tradicional y recursos; así como el 

reconocimiento de sus derechos históricos en los términos de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y la particular 

del Estado. 

2. Ley de Justicia Indígena y Comunitaria, siendo uno de sus objetos 

el de reconocer la existencia y validez de los sistemas normativos de 

las comunidades indígenas del Estado, y el derecho de estas a 

resolver las controversias entre sus miembros y sus conflictos 

internos, mediante la aplicación que de tales sistemas hagan sus 

autoridades indígenas, dentro del ámbito de la autonomía que les 

otorga la Constitución Política de los Estados Uni dos Mexicanos y la 

del Estado, respetando los derechos humanos y sus garantías y, de 

manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres (artículo 2º, 

fracción I). 

 

Importantes acciones y legislaciones que colocan a la entidad potosina como uno 

de los esfuerzos locales más acabados en el ejercicio de los derechos indígenas, 

tanto por la calidad de los derechos asignados, como por su aplicación, por 

supuesto que aun con pendientes por lo que hace al reconocimiento y ejercicio de 

los derechos político-electorales de los pueblos y comunidades indígenas de la 

entidad. 

IX.  Conclusiones 

Los esfuerzos efectuados desde la autoridad electoral, así como las acciones que 

han provenido de los pueblos y comunidades indígenas de nuestra entidad, tienen 

una única finalidad: el que se les garantice el pleno y efectivo acceso y ejercicio de 

sus derechos político-electorales para formar parte de las autoridades que los 

gobiernan y también para elegirlas de conformidad con sus sistemas normativos, en 

respeto de su autonomía. 
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Sin embargo, para lograr lo anterior se requiere de la voluntad y el compromiso de 

todos los actores políticos, así como de las instituciones que tienen a su cargo la 

importante función estatal de desarrollar y calificar las elecciones, y de las que 

tienen la tarea de juzgar, las autoridades jurisdiccionales; todas bajo la perspectiva 

de interculturalidad y género, que implica reconocer la diferencia con inclusión, 

respeto, tolerancia, equidad y valoración positiva de la misma (Garita, 2014). 

Es de importancia señalar que la situación acontecida en San Luis Potosí en el 

proceso electoral 2021 para emitir acciones afirmativas en favor de los pueblos y 

comunidades indígenas fue singular, y se afirma lo anterior, ya que en todos los 

casos, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al conocer por con 

ducto de su Sala Regional Monterrey de los recursos interpuestos en contra de los 

diversos lineamientos emitidos por el órgano electoral, determinó revocarlos por la 

falta de consulta previa a los pueblos y comunidades indígenas a pesar de que con 

los mismos se favorecería necesariamente la presencia de sus integrantes en los 

órganos electos. 

Incluso, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Acción de 

Inconstitucionalidad 164/2020, determinó anular la Ley Electoral del estado emitida 

por el Congreso, en virtud de que no se efectuó la consulta respectiva. Sin embargo, 

existen precedentes en los que los órganos jurisdiccionales han permitido la 

aplicación de este tipo de medidas afirmativas, independientemente de que no se 

hubiere efectuado consulta. Un caso en este sentido lo es la sentencia emitida por 

la Corte en la Acción de Inconstitucionalidad 108/2019 y su acumulada 118/2019, 

en donde habiéndose incluido en la legislación electoral del estado de Hidalgo 

acciones afirmativas en materia de candidaturas indígenas, si bien no se realizó la 

consulta respectiva, el órgano constitucional decretó la invalidez de la norma, pero 

ordenando que la misma surtiera efectos hasta que concluyera el proceso electoral 

que se encontraba en aplicación; caso contrario al de San Luis Potosí, en donde 

encontrándose ya en marcha el proceso, aun así se optó por anular la legislación. 

Queda claro que en San Luis Potosí debe avanzarse hacia la inclusión de los 

pueblos y comunidades indígenas, a través de sus integrantes, en los órganos de 

gobierno, y para ello el Congreso del estado ha realizado ya la consulta indígena 

respectiva para la emisión de una nueva legislación más inclusiva. Ahora, será el 

Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana quien deba continuar con 

los estudios respectivos para pronunciarse respecto de la procedencia, en su caso, 

de la consulta indígena para el tránsito de sistema de elección en tres de los 

municipios del estado. 

La construcción de democracias más inclusivas requiere el reconocimiento y 

garantía efectiva de los derechos políticos de las mujeres indígenas. Esto no solo 
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es una cuestión de justicia, sino también una condición para la legitimidad y fortaleza 

de los sistemas democráticos. 

El camino hacia la plena participación política de las mujeres indígenas es complejo 

y requiere el compromiso sostenido de múltiples actores: Estados, organizaciones 

internacionales, sociedad civil, y las propias comunidades indígenas. Solo a través 

de este compromiso colectivo será posible construir sociedades más justas e 

inclusivas. 
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